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“En la naturaleza no hay recompensas ni 
castigos, hay consecuencias” 
Bob Ingersoll 
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Colombia es un país donde la naturaleza predomina; por lo que no es de extrañarse 
que en múltiples ocasiones sea la culpable de los mayores desastres que ha vivido 
el pueblo colombiano.  
Entre los principales desastres que ha sufrido el territorio nacional, uno de los más 
lamentables fue la catástrofe de Armero, provocada por la actividad volcánica del 
nevado del Ruiz; tragedia que para muchos expertos marco un antes y un después 








Es por ello, que con posterioridad a la tragedia que desapareció un pueblo de la 
noche a la mañana, el Estado colombiano decidió conformar el “Sistema de 
prevención y atención de desastres” con el cual el gobierno de Colombia buscaba 
evitar que tragedias como la de Armero y sus habitantes se repitiera; por lo que el 
sistema de prevención de riesgos, no solo tiene el objetivo de enviar ayuda a las 
zonas de desastre de forma eficaz e inmediata; también es un faro de prevención y 
de capacitación para las demás organizaciones gubernamentales del territorio 
nacional, tal como lo señala el Doctor Omar Darío Cardona 
“En Colombia, es a partir de 1988 que se cuenta con una organización formal 
para la gestión integral del riesgo, cuando el “Sistema Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres” (SNPAD) fue organizado mediante la 
Ley 46 del 2 de noviembre y estructurado en el Decreto Extraordinario 919 
del 1º de mayo de 1989. Así, es el primer país de la región que promueva 
una aproximación integral al problema de los desastres en la cual se trata no 
solo de la respuesta sino también, de manera privilegiada, la prevención y 
mitigación (reducción del riesgo)”… (Cardona Arboleda, s.f., párr. 1)  
Posteriormente, con la expedición de la carta política de 1991, el Estado adquirió de 
forma expresa la obligación de garantizar el bienestar del pueblo colombiano; de 
esta forma el sistema de prevención de riesgos naturales ingreso en una nueva 
etapa donde sus principios debieron en ocasiones modificarse con el fin de ser 
acordes a la nueva norma suprema que regiría el sistema jurídico, legal y 




A continuación, se analizará y se establecerá la evolución normativa y 
jurisprudencial del Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres 
(en adelante SNPAD). Antes de continuar se debe aclarar que el SNPAD es un 
conjunto de entidades de carácter público y privado además de contar con la 
colaboración de organizaciones comunitarias, con la cual el Estado busca atender 
los desastres naturales desde todos los puntos de vistas, en palabras de la Unidad 
Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (en adelante UNGRD)  
“Siendo el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres un 
conjunto de entidades públicas, privadas y comunitarias integradas, con el 
objeto de dar soluciones a los problemas de seguridad de la población que 
se presenten en su entorno físico por la eventual ocurrencia de fenómenos 
naturales o antrópicos”… (UNGRD, 2014, párr. 1) 
Con el fin de ofrecer un servicio efectivo el SNPAD está dividió en dos principales 
organizaciones las cuales son la UNGRD y el Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo (en adelante SNGRD), es por ello que a continuación se especificarán por 
separado los marcos normativos y jurisprudenciales de las organizaciones antes 
mencionadas, sin perder la noción de que las tres forman un solo cuerpo de 
protección social, encabezado por el gobierno nacional de Colombia. 
Lo anterior, en contexto con los términos de la responsabilidad administrativa que 
le corresponde al Estado en relación con la “prevención” de este tipo de desastres 
naturales ante la inaplicación del sistema normativo por parte de entidades 




Es por esto, que por medio del presente estudio de investigación se ha identificado 
un escenario problémico en el área del derecho administrativo; mediante el cual se 
brindará solución al problema jurídico: ¿Cómo se aplica en el municipio de 
Bucaramanga la normatividad sobre la prevención de los riesgos naturales en 
materia de la responsabilidad patrimonial del Estado?, por medio del desarrollo del 
objetivo general correspondiente a: Determinar la normatividad sobre la prevención 
de los riesgos naturales y su concordancia con la responsabilidad patrimonial del 
Estado en el municipio de Bucaramanga. 
En este contexto, con el fin de dar cumplimiento al objetivo general se cumplirán de 
igual manera los siguientes objetivos específicos; I) Identificar los instrumentos 
normativo – conceptuales en el ámbito nacional sobre las políticas de prevención 
de riesgos naturales. II. Analizar la responsabilidad patrimonial del Estado respecto 
a la prevención de los riesgos naturales en Colombia. Y III. Diseñar una propuesta 
sobre el cumplimiento de las políticas públicas de la prevención del riesgo en el 
municipio de Bucaramanga. 
Lo anterior, en desarrollo de una investigación de tipo jurídica dogmática, 
documental o teórica (Witker, 1999) en donde se analiza y estudia la aplicación de 
la normatividad de prevención ambiental en el municipio de Bucaramanga, por 
medio del estudio del Derecho Administrativo en materia de la responsabilidad del 
Estado. 
Es por esto, que el presente trabajo de grado se estructura en tres capítulos a saber; 




planteados; en donde el primer capítulo se denomina: “Régimen normativo nacional 
sobre las políticas en la prevención de riesgos naturales en Colombia”, Segundo 
Capitulo; “La responsabilidad patrimonial del estado respecto a la prevención de los 
riesgos naturales en Colombia” y finalmente, mediante el tercer capítulo; “Propuesta 
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CAPÍTULO I.  RÉGIMEN NORMATIVO NACIONAL SOBRE LAS POLÍTICAS EN 
LA PREVENCIÓN DE RIESGOS NATURALES EN COLOMBIA. 
1. Marco jurídico y legal del SNPAD 
Para dar inicio al análisis normativo de las entidades de prevención de riesgos 
naturales, se debe instruir con el desarrollo legal y jurisprudencial que ha tenido el 
SNPAD, siendo el principal y primer órgano del Estado por medio del cual busca 
asegurar el bienestar del pueblo en la prevención de riesgos naturales. 
1.1. Marco normativo. 
1.1.1 Decreto 1547 de 1984: “Por el cual se crea el Fondo Nacional de 
Calamidades y se dictan normas para su organización y funcionamiento” 
Con este decreto el Estado colombiano crea el Fondo Nacional de Calamidades, el 
cual consiste en una entidad independiente y autónoma destinada a mitigar los 
daños y demás consecuencias económicas que resulten de un desastre natural, tal 
como lo explica el artículo primero de la norma a tratar. 
“Créase el Fondo Nacional de Calamidades; como una cuenta especial de la 
Nación, con Independencia patrimonial, administrativa, contable y estadística, 
con fines de interés público y asistencia social y dedicado a la atención de 
las necesidades que se originen en situaciones de desastre o de calamidad 




Del mismo modo, la norma indica los objetivos que busca cumplir el Estado al crear 
dicho fondo; se procederá entonces a realizar un breve estudio de dichos objetivos 
que el decreto plantea. 
1. Como principal objetivo del Fondo Nacional de Calamidades, se estable el 
prestar el apoyo económico y social a las comunidades afectadas por las 
calamidades naturales, destinando los fondos prioritariamente a la distribución 
de alimentos y medicamentos, así como el proporcionar refugios temporales a 
los damnificados. 
2. Seguidamente, dichos recursos económicos se destinarán para evitar la 
propagación de enfermedades y plagas en la zona donde ocurrió el desastre. 
3. Nuevamente se establece la prioridad de un ambiente sano para la población 
damnificada, en el tiempo que el Estado reconstruya y desarrolle nuevamente la 
comunidad afectada. 
4.  Teniendo en cuenta que uno de los objetivos del SNPAD es la prevención de 
los desastres naturaleza, el fondo deberá invertir tanto en capacitar a los 
funcionarios, como en mantener equipos actualizados que ayuden a prevenir a 
las comunidades de un desastre natural inminente. 
5. Finalmente, el Decreto 1547, postula como objetivo del fondo el de prevenir los 
desastres o en caso contrario reducir a lo más mínimo los efectos que estos 
puedan ocasionar en las comunidades, de igual forma, establece ciertas 




“Tomar las medidas necesarias para prevenir los desastres o para 
atenuar sus efectos, las cuales podrán consistir, entre otras, en pólizas 
de seguros tomadas con compañías legalmente establecidas en el 
territorio colombiano y buscando mecanismos para cubrir total o 
parcialmente el costo de las primas". (Decreto 1547, 1984, art. 2) 
En cuanto a la forma que el gobierno tendrá para asignar los recursos del Fondo 
Nacional de Calamidades y demás formas que poseerá esta para cumplir con sus 
objetivos la norma señala que serán los siguientes:  
“1. Las sumas que se asignen del presupuesto nacional, las cuales no podrán 
ser inferiores a quinientos millones de pesos en su partida inicial. 2. Las 
partidas especiales que le asigne el Gobierno Nacional. 3. Los provenientes 
de la contratación de empréstitos. 4. Los provenientes de la colocación de 
títulos de deuda interna denominados Bonos - Fondo Nacional de 
Calamidades que se emitirán anualmente según lo determine el Gobierno 
Nacional - Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 5. El rendimiento de sus 
inversiones. 6. Los que obtenga mediante cupos especiales de crédito en el 
Banco de la República. 7. Las donaciones de procedencia nacional o 
internacional”. (Decreto 1547, 1984, art. 8) 
Como se mencionó anteriormente el SNPAD es un sistema conformado por 
entidades públicas y privadas las cuales tienen como función principal prevenir y 
atender situaciones provocadas por desastres naturales, es por ello que el Fondo 




entidades, claro está que la Corte Constitucional en Sentencia C - 194 del año 2011 
señaló los parámetros necesarios para que la transferencia de fondos este en 
armonía con la norma suprema; para que los fondos puedan ser transferidos la 
entidad pública o privada deberá tener como función principal o entre sus funciones 
acciones que ayuden a disminuir o prevenir las consecuencias ocasionadas por 
desastres naturales, de igual forma, las cuentas donde estos se transfieran deberán 
estar destinadas única y exclusivamente para estos fondos, además de estar 
separadas de las demás cuentas de la entidad; dichas transferencias deberán 
figurar en registros contables de la empresa y del fondo, finalmente, dichos recursos 
económicos estarán a cargo del representante legal de la entidad y este tendrá la 
responsabilidad de asegurar que los recursos serán destinados a las acciones de 
prevención y ayuda de los damnificados o de los posibles damnificados.  
De esta forma, se establecen los primeros intentos del gobierno colombiano de crear 
un sistema que asegurara la prevención y actuación inmediata en momentos de 
crisis o por desastres naturales. 
1.1.2 Ley 46 de 1988. “Por la cual se crea y organiza el sistema nacional 
para la prevención y atención de desastres, se otorga facultades 
extraordinarias al presidente de la república y se dictan otras 
disposiciones” 




1.1.3 Decreto 919 de 1989. "Por el cual se organiza el Sistema Nacional 
para la Prevención y Atención de Desastres y se dictan otras 
disposiciones". 
Se debe establecer que el Decreto 919 de 1989 ha sido derogado en su totalidad 
por la ley 1523 de 2012, exceptuando el inciso primero del artículo 70, el cual dicta, 
“El Fondo Nacional de Calamidades, creado por el Decreto 1547 de 1984, 
continuará funcionando como una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, administrativa, contable y estadística, administrado conforme a lo 
dispuesto por dicho decreto.” (Decreto 919, 1989, art. 70); con el cual se deja en 
claro la autonomía del Fondo Nacional de Desastre, evitando de esta forma que sus 
fondos sean mal utilizados.  
1.1.4 Directiva Presidencial No. 33 de 1991. 
Con este documento el Estado buscaba fortalecer el SNPAD, de igual forma el 
gobierno nacional exigía máxima prioridad y responsabilidad a las entidades 
públicas; para ello se establecieron las siguientes directrices: 
1.  La prevención de riesgos se debe planificar, es por ello que las entidades 
gubernamentales deberán incluir entre su plan de gobierno, la optimización y 
demás recursos humanos, tecnológicos y estratégicos para evitar cualquier 
desastre y sus posteriores efectos. 
2. De igual forma la prevención de desastres, deberá ser relevante a la hora de que 




3. Se crean los comités departamentales y municipales sobre la prevención de 
desastres naturales; además se garantiza el derecho de la población colombiana 
a que el Estado proteja tanto sus bienes como su integridad personal. 
4. De igual forma, las entidades adscritas al SNPAD deberán contar con las 
siguientes reglamentaciones: 
4.1 El asignar de forma específica a los encargados de dar aplicación y coordinar 
los planes preventivos contra los desastres naturales. 
4.2 Dichas entidades deberán estar dispuestas a colaborar con el SNPAD tanto 
nacional, departamental y municipal; esto con el fin de garantizar una mayor 
eficacia. 
4.3  Tanto el presupuesto nacional, como los presupuestos de entidades que 
presenten servicios públicos, deberán destinar un porcentaje a la elaboración 
y aplicación de planes preventivos contra desastres naturales. 
5. El ministerio de salud, deberá garantizar que todas las entidades de salud a su 
cargo, mantengan actualizado y funcional los planes de emergencias contra 
desastres naturales. 
6. Los lugares públicos tales como centros culturales y educativos, deberán contar 
con un plan propio de prevención en caso de desastres naturales. 
7. Entidades como INGEOMINAS o el HIMAT, garantizarán la red de vigilancia 





Estas directrices son las más relevantes que señala la directiva presidencial, 
garantizando de esta forma la protección y la obligación del estado para garantizar 
el bienestar de la población colombiana. 
1.1.5 Directiva Ministerial 13 de 1992 
Con base a la directiva presidencial No 33 el Ministerio de Educación estableció las 
pautas que deberán seguir las instituciones educativas, en cuanto a la prevención 
de desastres naturales. Entre las más relevantes se destaca la capacitación al 
personal docente y estudiantil frente a las acciones a tomar en caso de desastre 
natural. 
1.1.6 Decreto 969 de 1995. "Por el cual se organiza y reglamenta la red 
nacional de centros de reserva para la atención de emergencias". 
Para dar una mejor aplicación al SNPAD, el Estado colombiano por medio del 
Decreto 969 del año 1995 estableció la red nacional de centros de reserva para la 
atención de emergencias, esto con el fin de que los sistemas de emergencias tanto 
locales como nacionales de un servicio efectivo para la población en general.  
El artículo primero del Decreto antes mencionado, indica que la red nacional de 
centros de reserva para la atención de emergencias, funcionará de una forma 
descentralizada, cuyo presupuesto lo definirá la fiduciaria La Previsora S.A., como 
entidad administradora del Fondo Nacional de Calamidades, y la Dirección Nacional 




“La red nacional de centros de reserva para la atención de emergencias 
funcionará descentralizadamente bajo normas, parámetros y procedimientos 
únicos definidos conjuntamente por la fiduciaria La Previsora S.A., como 
entidad administradora del Fondo Nacional de Calamidades, y la Dirección 
Nacional para la Prevención y Atención de Desastres del Ministerio de 
Gobierno como coordinadora del sistema nacional, y aprobados por la junta 
consultora de dicho fondo, permitiendo un manejo integral de la red, así como 
la flexibilidad en la movilización de elementos, equipos y 
herramientas”.(Decreto 969, 1995, art. 1) 
De igual forma el artículo segundo, señala que el objetivo principal de la norma, 
será:  
“La red nacional de centros de reserva para la atención de emergencias tiene 
por objetivo disponer, con carácter permanente, en cada uno de los 
departamentos del país, de suministros básicos para las comunidades 
afectadas, así como de equipos y elementos especializados para apoyar a 
las entidades operativas en la realización de actividades de control de 
eventos de origen natural o antrópico, búsqueda, rescate y salvamento, con 
el fin de atender en forma adecuada y oportuna la primera respuesta frente a 
situaciones de emergencia que se presenten en el territorio nacional”. 
(Decreto 969, 1995, art. 2) 
En cuanto a la ubicación de la red en el territorio nacional, la norma establece que 




ciudad de Bogotá serán ubicados centros regionales de la red, en cuanto a los 
centros de atención inmediatos estarán ubicados en todos los municipios de 
Colombia;  
“a) Los centros de reserva regionales localizados en las treinta y dos (32) 
capitales de departamento, así como en el Distrito Capital de Santafé de 
Bogotá, serán instrumentos de apoyo logístico de los comités regionales para 
la prevención y atención de desastres, así como del comité de prevención y 
atención de desastres del distrito capital. 
Adicionalmente, dos (2) centros de reserva tendrán carácter nacional y 
funcionarán en Santafé de Bogotá bajo la administración de la Defensa Civil 
Colombiana y la Cruz Roja Colombiana, y 
b)  Los centros de respuesta inmediata estarán ubicados en todos los 
municipios y distritos del país y serán instrumento de apoyo logístico de los 
comités locales para la prevención y atención de desastres. 
Adicionalmente un centro de respuesta inmediata tendrá carácter nacional y 
funcionará en Santafé de Bogotá bajo la administración de la Universidad 
Nacional de Colombia. El objetivo específico de este centro será la 
realización de programas de investigación, capacitación y apoyo operativo 
tendientes al fortalecimiento y consolidación de la red nacional de centros de 




En cuanto a la administración de los recursos destinados para el funcionamiento de 
la red, la norma señala que estos estarán encargados por el SNPAD, además que 
su procedimiento y asignación será el siguiente: 
“a)  Para los centros de reserva regional: el gobernador de cada 
departamento convocará, en su calidad de presidente, al comité regional para 
la prevención y atención de desastres, y con la participación indelegable del 
alcalde de la respectiva capital se procederá a designar por mayoría la 
entidad administradora del respectivo centro de reserva, la cual deberá ser 
escogida entre las siguientes entidades operativas: 1. Defensa Civil 
Colombiana. 2. Cruz Roja Colombiana. 3. Cuerpo de bomberos de la ciudad 
capital, o 4. Otra entidad operativa especializada en búsqueda, rescate y 
salvamento, que reúna los requisitos exigidos por el comité operativo 
nacional y la fiduciaria La Previsora. Igual procedimiento efectuará el alcalde 
del Distrito Capital de Santafé de Bogotá, y 
b)  Para los centros de respuesta inmediata: el alcalde en su calidad de 
presidente del comité local para la prevención y atención de desastres 
adoptará el procedimiento señalado anteriormente, en el nivel local”. (Decreto 
969, 1995, art. 4) 
En cuanto a las obligaciones que poseerá los comités para la prevención y atención 




1. En primer lugar, es obligación de la red, asignar a la entidad encargada de 
administrar los centros de reservas y los centros de acción inmediata. 
2. Teniendo en cuenta los factores, naturales, humanos, entre otros de los 
diferentes municipios y departamentos de Colombia, la red deberá asignar la 
dotación de personal y económica necesaria para cualquier emergencia. 
3. Deber acordinar, vigilar, controlar y fortalecer a todos los centros de reservas y 
los centros de acción o actuación inmediata. 
Del mismo modo las obligaciones de los centros de reserva serán las siguientes: 
1. Deberá acatar y cumplir todas las órdenes dadas por los comités para la 
prevención y atención de desastres tanto regionales como locales, de igual 
forma los centros de reserva nacionales acatará lo dispuesto por comité 
operativo nacional. 
2. Deberá supervisar el buen uso de los equipamientos. 
3. “Rendir informes trimestrales a los comités respectivos sobre las actividades 
desarrolladas y uso de los equipos y elementos.” (Decreto 969, 1995, art. 5) 
De esta forma el Estado se asegura de que el SNPAD cuente con las entidades 
necesarias a nivel nacional que eviten tragedias provocadas por el ser humano o 
por la naturaleza. 
1.1.7 Ley 322 de 1996. “por la cual se crea es Sistema Nacional de 
Bomberos de Colombia y se dictan otras disposiciones” 




1.1.8 Decreto 93 de 1998: “Por el cual se adopta el Plan Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres”. 
Para dar aplicación a los nuevos principios que rigen el Estado colombiano, el 
gobierno por medio del Decreto 93 del año 1998 estableció el Plan Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres, con el cual se busca dar una mayor 
capacitación a las entidades publica y a la población civil para reducir los daños que 
pueden ocasionar los desastres;  
“tiene como objeto orientar las acciones del Estado y de la sociedad civil para 
la prevención y mitigación de riesgos, los preparativos para la atención y 
recuperación en caso de desastre, contribuyendo a reducir el riesgo y al 
desarrollo sostenible de las comunidades vulnerables ante los eventos 
naturales y antrópicos”. (Decreto 93, 1998, art. 1) 
Como todo lo relacionado al SNPAD, estas entidades poseen objetivos muy 
específicos, lo cual ayuda en gran parte a destinar de forma adecuado los recursos 
económicos y humanos a la hora de presentarse una emergencia, a continuación 
se enunciaran los objetivos de la norma: 
“1. La reducción de riesgos y prevención de desastres. Para mejorar la acción 
del Estado y la sociedad con fines de reducción de riesgos y prevención de 
desastres, se debe profundizar en el conocimiento de las amenazas 
naturales y causadas por el hombre accidentalmente, analizar el grado de 
vulnerabilidad de los asentamientos humanos y determinar las zonas de 




formular las medidas para prevenir o mitigar sus efectos mediante el 
fortalecimiento institucional y a través de las acciones de mediano y corto 
plazo que se deben establecer en los procesos de planificación del desarrollo 
a nivel sectorial, territorial y de ordenamiento a nivel municipal. 2. La 
respuesta efectiva en caso de desastre. El fortalecimiento de la capacidad de 
acción y la organización institucional es el eje para la respuesta efectiva en 
caso de desastre. Este paso se debe dar en dos niveles, a nivel nacional 
mediante el trabajo concertado de las entidades técnicas y operativas del 
sistema y a nivel local con el apoyo a la gestión a través de programas de 
capacitación técnica y articulación de acciones con la debida orientación de 
las entidades nacionales responsables. Se debe trabajar en la elaboración 
de metodologías e instructivos para el desarrollo de planes de emergencia y 
contingencia para escenarios potenciales de desastre que tengan en cuenta 
las características físicas, económicas y sociales de cada región y se deben 
fortalecer los organismos operativos locales, en particular los cuerpos de 
bomberos, la Defensa Civil y la Cruz Roja. Así mismo, se busca apoyar 
técnica y financieramente la atención en situaciones de desastre, 
manteniendo una reserva permanente de recursos financieros del Fondo 
Nacional de Calamidades y de otras entidades del Sistema Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres, SNPAD, a fin de atender a la comunidad 
afectada por los impactos de los eventos catastróficos que ocurran y apoyar 
el retorno a la normatividad, mediante obras de emergencia, operativos de 




vivienda temporal, combustibles y transporte, entre otras. 3. La recuperación 
rápida de zonas afectadas. Con el fin de superar las situaciones de desastres, 
se debe fortalecer la capacidad técnica, administrativa y financiera necesaria 
para agilizar los procesos de recuperación rápida de las zonas afectadas. 
Esto demanda de una gran coordinación interinstitucional que evite la 
duplicidad de funciones y disminuya los tiempos transcurridos entre la 
formulación de proyectos, su estudio y aprobación y finalmente su ejecución 
para la rehabilitación y reconstrucción. Se debe fortalecer la capacidad 
técnica a nivel local en la identificación y formulación de proyectos que tengan 
en cuenta las características sociales y culturales de la población afectada y 
mediante la capacitación de funcionarios locales en la formulación y 
preparación de proyectos con el apoyo de entidades del orden nacional 
encargadas de prestar asistencia técnica en los diferentes aspectos que 
involucra la reconstrucción de asentimientos humanos afectados”. (Decreto 
93, 1998, art. 3) 
Por primera vez desde la creación del SNPAD, el Estado colombiano en búsqueda 
de aumentar la eficacia de estos sistemas, designo los principios bases del Plan 
Nacional para la Prevención y Atención de Desastres los cuales son: 
 El principio de descentralización: “La Nación y las entidades territoriales 
ejercerán libremente y autónomamente sus funciones en materia de prevención 




de ellas se les haya específicamente asignado en la Constitución y la ley”… 
(Decreto 93, 1998, art. 5) 
 “El ámbito de competencias. En las actividades para la prevención y atención de 
desastres se tendrán en cuenta, para efectos del ejercicio de las respectivas 
competencias, la observancia de los criterios de concurrencia, 
complementariedad y subsidiaridad.” (Decreto 93, 1998, art. 5) 
 La coordinación. “Las entidades del orden nacional, regional y local deberán 
garantizar que exista la debida armonía, consistencia, coherencia y continuidad 
en las actividades a su interior en relación con las demás instancias sectoriales 
y territoriales, para efectos de la prevención y atención de desastres”. (Decreto 
93, 1998, art 5) 
 “La participación. Durante las actividades para la prevención y atención de 
desastres, las entidades competentes velarán por que se hagan efectivos los 
procedimientos de participación ciudadana previstos por la ley.” (Decreto 93, 
1998, art. 5) 
Es con estos principios que la administración ha buscado dar una autonomía 
completa a los sistemas que pertenecen al SNPAD, para que estos puedan 
funcionar y actuar de manera rápida y eficaz evitando que tragedias como la del 
municipio de Armero se repita en el territorio nacional, dando a su vez aplicación a 
la nueva carta política que rige los sistemas nacionales.  
Una vez se establecieron los principios en los que se regirían los sistemas que 




debería aplicar para desarrollar sus funciones, todo ello con el objetivo de garantizar 
el bienestar de los ciudadanos: 
a) Como primera estrategia del SNPAD, es la de poseer conocimiento amplio y 
suficiente sobre los posibles desastres de origen natural o antrópico, esto con el 
fin de que se pueda actuar de forma eficiente ante estas calamidades, mitigando 
el posible daño que pueda sufrir la población o el medio ambiente. 
b) La planificación social y económica de la nación, departamentos y municipios, 
deberán incluir los medios para la prevención de desastres naturales o humanos; 
de igual forma. “Los instrumentos de planificación existentes, sean regionales, 
urbanos o sectoriales, son fundamentales para garantizar inversiones más 
seguras y más benéficas desde el punto de vista social y económico.” (Decreto 
93, 1998, art. 6) 
c) Para fortalecer las entidades nacionales y los comités regionales y locales, se 
realizarán procesos descentralizados en donde participarán entidades 
territoriales, esto con el fin de plantear estrategias que ayuden a mejorar el 
SNPAD, además se buscara la forma de cumplir los objetivos impuestos al 
SNPAD. 
d)   El objetivo principal de los sistemas que conforman el SNPAD, es el de proteger 
a la comunidad, es por ello que como estrategia la norma obliga al Estado el de 
compartir de forma didáctica los planes de prevención a la comunidad, de esta 




A continuación, se enunciarán y se dará una breve descripción de los principales 
programas que conforman el SNPAD: 
1. Programas para el conocimiento sobre riesgos de origen natural y antrópico: 
Este se divide en los siguientes objetivos: 
1.1  Instalación y consolidación de redes, procedimientos y sistemas de 
detección y alerta para la vigilancia y aviso oportuno a la población. Se deben 
fortalecer la Red Sismológica Nacional y de Acelerógrafos, la Red Nacional 
de Alertas Hidrometeorológicas y de Vigilancia de Huracanes, la Red de 
Detección y Alerta de Tsunamis o Maremotos, las redes y observatorios de 
vigilancia sismológica y vulcanológica. Se deben instalar redes de monitoreo 
y alerta de cuencas de régimen torrencial y de zonas inestables de ladera, 
redes y sistemas para detección y monitoreo de incendios forestales de redes 
de vigilancia y monitoreo epidemiológico. Dichas medidas unidas al 
fortalecimiento de los sistemas de comunicación y las acciones oportunas de 
los organismos operativos de los comités locales y regionales, permitirán 
organizar a la comunidad y agilizar los procesos de evacuación de zonas 
amenazadas por eventos naturales peligrosos. (Decreto 93, 1998, art. 7) 
1.2  Una vez se instauren dichos sistemas, el estado deberá fijar parámetros para 
la evaluación de la peligrosidad que significan los posibles desastres, y 
conforme a ellos puedan actuar de forma eficaz. 





2.1  En los planes de desarrollo nacional, municipal y regional, se debe tener en 
cuenta recursos para implementar la elaboración de instrumentos, 
metodologías y normas con las cuales se puedan determinar los puntos más 
vulnerables en la geografía, infraestructura de las comunidades; del mismo 
modo se desarrollarán planes para mitigar y estimar los posibles riesgos para 
que de esta forma las entidades puedan establecer un gasto en los planes 
de desarrollo. 
2.2  En cuanto a la población civil, el gobierno nacional, municipal y 
departamental, deberá realizar inventario de todas las propiedades las cuales 
se ubican en zonas de riesgo, así mismo el Estado en conjunto con las 
alcaldías y gobernaciones impulsaran programas donde se delimitará las 
zonas en peligro, la reubicación de la comunidad de dichas zonas y como las 
viviendas de estos deberán estar protegidas, “…promocionar la 
reglamentación de usos del suelo y el ordenamiento territorial con fines 
preventivos y de mitigación de riesgos…”(Decreto 93, 1998, art. 7), de igual 
forma, se reglamentará los criterios de edificación e infraestructuras de las 
líneas vitales (entiéndase como líneas vitales como el “…conjunto de 
sistemas y servicios que son fundamentales para el funcionamiento de la 
sociedad, como las redes de agua potable, cloacas, de gas, eléctricas, 
telecomunicaciones, sistemas de transporte, etc…” (Gajardo, s.f., párr. 1), 
“reducir la vulnerabilidad de centros urbanos, edificaciones indispensables e 




de seguros para la protección de los bienes y servicios individuales y 
colectivos.” (Decreto 93, 1998, art. 7) 
2.3  Se deberán realizar actividades que buscarán la articulación Sistema 
Nacional Ambiental y el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de 
Desastres; la información recopilada sobre posibles amenazas, zonas en 
peligro, vulnerabilidad estructural y peligros ambientales deberá ser 
analizada e incorporada en los sistemas del SNPAD, con el fin de minimizar 
los efectos o prevenir de lleno los efectos de las calamidades de origen 
naturales y antrópico los estudios sobre terrenos y lugares óptimos realizados 
por las entidades municipales deberán incluir limitaciones para construir y 
una delimitación sobre las zonas óptimas para realizar las construcciones. 
3. Programas de fortalecimiento del Desarrollo Institucional. 
3.1  Se deberán establecer los criterios necesarios para realizar procesos 
interlocutorios entre las entidades encargadas del SNPAD a nivel nacional, 
departamental y municipal, además de fortalecer las labores de las siguientes 
entidades: i) Comisiones nacionales asesoras, ii) Dirección Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres, de esta forma se realizarán actividades 
conjuntas tanto técnicas como en la búsqueda de recursos frente a 
organizaciones internacionales. 
3.2 “…Se deben desarrollar instrumentos de gestión y evaluación de las 
actividades interinstitucionales para el nivel regional y local, formular y poner 
en marcha planes regionales para la prevención y atención de desastres.” 




3.3  Es deber del Estado el consolidar y fortalecer a los bomberos, la defensa 
civil, la cruz roja de Colombia y el impartir el rol a las fuerzas armadas para 
que estas sepan actuar en situaciones de desastres; de igual forma se 
deberá capacitar a la población civil voluntaria en maniobras de 
reconocimiento, rescate, atención medica básica, primeros auxilios, 
evacuación y control de masas, además de ampliar los recursos de los 
hospitales en el área de emergencia, para que actúen rápidamente en los 
momentos de desastres, “…consolidar la red nacional de centros de 
elementos de reserva para emergencias…” (Decreto 93, 1998, art. 7), 
además de dar mantenimiento y reforzar las redes de comunicación y 
finalmente “…desarrollar la red nacional de abastecimiento de alimentos y 
productos esenciales en caso de desastre.” (Decreto 93, 1998, art. 7) 
3.4  Las entidades que proporcionen servicio básico en colaboración con el 
gobierno deberán establecer planes de contingencia, en donde se darán las 
estrategias para proteger las líneas vitales y de esta forma rehabilitar los 
servicios en el menor tiempo posible; “...impulsar y realizar planes de 
contingencia de proyectos civiles de alto nivel industrial y tecnológico para la 
respuesta y atención de desastres de origen externo o interno. “(Decreto 93, 
1998, art. 7) 
3.5  Se deberán desarrollar instructivos, y realizar simulacros entre la comunidad, 
para que de esta forma los habitantes, se familiaricen con los planes y 
estrategias de contingencias. “…Se deben realizar planes de emergencia 




de centros de información inmediata acerca de manejo y transporte de 
productos químicos y sustancias tóxicas y contaminantes.” (Decreto 93, 1998, 
art. 7) 
3.6  “Se debe definir un enfoque y desarrollo metodológico para el 
establecimiento de gerencias temporales para proyectos integrales de 
reconstrucción en caso de desastre, definir mecanismos para la ejecución 
ágil de programas de reconstrucción y relocalización de vivienda de interés 
social…” (Decreto 93, 1998, art. 7) 
3.7  Se deberá diseñar un sistema en donde se almacene la información 
recopilada, además de realizar un inventario de los instrumentos que se 
posee, de igual forma se deberá guardar registro histórico de todos los 
desastres ocurridos en el territorio nacional. 
4. Programas para la socialización de la prevención y la mitigación de 
desastres. 
4.1 Se deberá proporcionar información amplia y suficiente a los gobiernos 
departamentales y municipales sobre temas de normatividad, 
actualizaciones y demás aspectos técnicos esenciales para el 
funcionamiento del SNPAD, de igual forma se dará apoyo logístico y demás 
herramientas necesarias para que los comités regionales y locales realicen 
campañas de socialización, en donde se publicarán los planes, estas 
campañas se realizaran a nivel local, departamental y nacional. 
4.2 “Se deben desarrollar programas docentes de formación sobre el tema para 




primaria y secundaria en las diferentes regiones y apoyar a las instituciones 
de educación continua.” (Decreto 93, 1998, art. 7) 
4.3 . “Se deben apoyar los organismos no gubernamentales y otras formas de 
organización y participación ciudadana, para que la sociedad se apropie de 
procesos de prevención y atención de desastres a través de las 
organizaciones representativas.” (Decreto 93, 1998, art. 7) 
Es con estas directrices que el SNPAD queda constituido en el nuevo régimen 
normativo de Colombia, garantizando que los derechos y garantías constitucionales 
se protegieran bajo cualquier circunstancia. 
1.2 Marco jurídico y legal del UNGRD 
Una vez desarrollado el sistema normativo que rige el SNPAD, se dará paso a 
analizar dichos aspectos de las principales instituciones que conforma el sistema de 
prevención. A continuación, se señalará y examinará el antecedente normativo de 
la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres. 
1.2.1 Marco normativo 
1.2.2 Decreto 4147 de 2011. “Por el cual se crea la Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desastres, se establece su objeto y estructura”. 
Por la presente norma, la administración pública crea la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD), cuyo entidad será autónoma tanto en 
su personería jurídica y en su finanzas, será una entidad descentralizada y 




todo el territorio nacional y será adscrita al departamento administrativo de la 
presidencia de la república. 
Así mismo, en cuanto a su sede principal el Estado colombiano, ha considerado que 
esta debe estar ubicada en la capital del territorio de Colombia, es decir Bogotá 
D.C.; en cuanto al objetivo de la norma y de la UNGRD este dicta lo siguiente: 
“La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres tiene como 
objetivo dirigir la implementación de la gestión del riesgo de desastres, 
atendiendo las políticas de desarrollo sostenible, y coordinar el 
funcionamiento y el desarrollo continuo del Sistema Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres –SNPAD”. (Decreto 4147, 2011, art. 3) 
Ahora bien, para cumplir este objetivo el Estado colombiano, ha propuesto las 
siguientes funciones: 
1. La primera función de estas unidades, es la de dirigir y gestionar todo lo 
relacionado con la SNPAD, implicando realizar propuestas y mejoras para un 
mayor rendimiento de la misma. 
2. Del mismo modo, esta entidad, estará encargada de la coordinación, de impulsar 
y capacitar en los temas de conocimiento, prevención de riesgos naturales y 
humanos, además de la prevención y la forma de actuar en los momentos de 
desastres; esto con el fin garantizar la inclusión en los planes de desarrollo 




3. En cuanto a las políticas, la UNGRD, será la encargada de poner en 
funcionamiento las políticas, las estrategias, planes, proyectos a desarrolla y los 
procedimientos nacionales como territorialmente en la prevención y actuación 
de situaciones de desastres. 
4. Promoverá las actuaciones entre entidades que ayuden a desarrollar políticas y 
actuaciones más certeras en situaciones de desastres. 
5. “Formular y coordinar la ejecución de un plan nacional para la gestión del riesgo 
de desastres, realizar el seguimiento y evaluación del mismo.” (Decreto 4147, 
2011, art. 4) 
6. Apoyará de forma logística y en la normatividad a las entidades nacionales y 
territoriales para que estas sean incluidas en los planes de desarrollo territorial. 
7. “Promover y realizar los análisis, estudios e investigaciones en materia de su 
competencia” (Decreto 4147, 2011, art. 4) 
8. Dara los recursos de apoyo, de educación para todos los miembros del SNPAD. 
9. Gestionará, los recursos necesarios para la implementación de los planes para 
la prevención y actuación de situaciones de desastres, con la Unidad 
Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia. 
1.2.3 Ley 1523 de 2012: "Por el cual se adopta la política nacional de 
gestión del riesgo de desastres y se establece el sistema nacional de 
gestión del riesgo de desastres y se dictan otras disposiciones". 
Corresponde al principal fundamento normativo de la UNGRD en donde se 




“La gestión del riesgo de desastres, en adelante la gestión del riesgo, es un 
proceso social orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y 
evaluación de políticas, estrategias, planes, programas, regulaciones, 
instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conocimiento y la 
reducción del riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito explícito 
de contribuir a la seguridad, el bienestar, la calidad de vida de las personas 
y al desarrollo sostenible”. (Ley 1523, 2012, art 1º) 
El cuál se deberá regir en observancia de los principios de; Igualdad, protección, 
solidaridad social, auto – conservación, participación, diversidad cultural, interés 
público o social, precaución, sostenibilidad ambiental, gradualidad, sistémico, 
coordinación, concurrencia, subsidiariedad y oportuna información. (Ley 1523, 2012, 
art 2º)  
1.3 “Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres” 
Así, se identifica la existencia del “Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres” el cual corresponde a: “El conjunto de entidades públicas, privadas y 
comunitarias, de políticas, normas, procesos, recursos, planes, estrategias, 
instrumentos, mecanismos, así como la información atinente a la temática, que se 
aplica de manera organizada para garantizar la gestión del riesgo en el país” (Ley 
1523, 2012, art 5º)  
Destacando de esta manera, finalmente, el objetivo general del “Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres” consistente en: “Llevar a cabo el proceso social 




territorio colombiano, mejorar la seguridad, el bienestar y la calidad de vida y 
contribuir al desarrollo sostenible” (Ley 1523, 2012, art 6º)  
Lo anterior, bajo las instancias de dirección a nivel nacional, departamental y 
municipal; "1. El Presidente de la República, 2. El Director de la Unidad Nacional 
para la Gestión del Riesgo de Desastre, 3. El Gobernador en su respectiva 
jurisdicción y 4. El Alcalde distrital o municipal en su respectiva jurisdicción”. (Ley 
1523, 2012, art 9º) 
1.3.1 “Consejo nacional para la gestión del riesgo” 
Corresponde a una instancia de orden nacional; “encargada de orientar el sistema 
nacional. Este consejo se reunirá por lo menos dos veces al año en condiciones de 
normalidad y, tantas veces como sea necesario, durante las situaciones de desastre” 
(Ley 1523, 2012, art 16) 
El anterior, se encuentra conformado por; “1. El Presidente de la República o su 
delegado, quien lo presidirá, 2. Los Ministros o sus delegados., 3. El Director 
General del Departamento Nacional de Planeación o su delegado y 4. El Director 
de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, que ejerce la 
Secretaría del Comité”. (Ley 1523, 2012, art 16) 
1.3.2 “Comité nacional para el conocimiento del riesgo” 
Hace referencia a una “instancia interinstitucional del sistema nacional que asesora 
y planifica la implementación permanente del proceso de conocimiento del riesgo”. 




1.3.3 “Comité nacional para la reducción del riesgo” 
Es una institución que hace parte del sistema nacional que “asesora y planifica la 
implementación permanente del proceso de reducción del riesgo de desastres”. 
(Ley 1523, 2012, art 22) 
1.3.4 “Comité nacional para el manejo de desastres”  
Es una instancia interinstitucional mediante la cual se “asesora y planifica la 
implementación permanente del proceso de manejo de desastres con las entidades 
del sistema nacional”. (Ley 1523, 2012, art 24) 
1.4 Instrumentos de planificación 
1.4.1 “Plan nacional de gestión del riesgo de desastres”  
Corresponde al: “Instrumento que define los objetivos, programas, acciones, 
responsables y presupuestos, mediante las cuales se ejecutan los procesos de 
conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y de manejo de desastres, en el marco 
de la planificación del desarrollo nacional”. (Ley 1523, 2012, art 33) 
Así, debe existir “Planes departamentales, distritales y municipales de gestión del 
riesgo y estrategias de respuesta”. En concordancia y cumplimiento a lo establecido 
mediante el artículo 37 de la Ley en cita. 
Los cuales estarán bajo el control y vigilancia del Estado en cooperación con la 




1.5 Sistemas de información. 
1.5.1 “Sistema nacional de información para la gestión del riesgo de desastres” 
Pertenece a la  Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres y le 
corresponde “poner en marcha, un sistema nacional de información para la gestión 
del riesgo de desastres, el cual debe mantenerse actualizado y funcional mediante 
la integración de contenidos de todas las entidades nacionales y territoriales, con el 
propósito de fomentar la generación y el uso de la información sobre el riesgo de 
desastres y su reducción y la respuesta a emergencias en el territorio nacional y 
ofrecer el apoyo de información que demandan los gestores del riesgo en todos los 
niveles de gobierno”. (Ley 1523, 2012, art 45) 
El cual deberá de igual manera instituirse en los niveles regionales, departamentales, 
distritales y municipales. (Ley 1523, 2012, art 46) 
1.6 Mecanismos de financiación para la gestión del riesgo de desastres. 
1.6.1 “Fondo nacional de gestión de riesgo de desastres” 
Fue creado por el Decreto 1547 de 1984 y modificado por el Decreto- Ley 919 de 
1989 el donde; “Sus objetivos generales son la negociación, obtención, recaudo, 
administración, inversión, gestión de instrumentos de protección financiera y 
distribución de los recursos financieros necesarios para la implementación y 
continuidad de la política de gestión del riesgo de desastres que incluya los 
procesos de conocimiento y reducción del riesgo de desastres y de manejo de 





1.7 Declaratoria de desastre, calamidad pública y normalidad. 
1.7.1 Ubicación dogmática de desastre. 
Según los postulados legales, el desastre es considerado como: “Se entiende por 
desastre el resultado que se desencadena de la manifestación de uno o varios 
eventos naturales o antropogénicos no intencionales que al encontrar condiciones 
propicias de vulnerabilidad en las personas, los bienes, la infraestructura, los medios 
de subsistencia, la prestación de servicios o los recursos ambientales, causa daños 
o pérdidas humanas, materiales, económicas o ambientales, generando una 
alteración intensa, grave y extendida en las condiciones normales de 
funcionamiento de la sociedad, que exige al Estado y al sistema nacional ejecutar 
acciones de respuesta, rehabilitación y reconstrucción”. (Ley 1523, 2012, art 55) 
Finalizando de esta manera, con la disposición de un “Plan de acción específico 
para la recuperación” el cual corresponde a “las estrategias para la respuesta, la 
Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, en lo nacional, las 
gobernaciones, y alcaldías en lo territorial, elaborarán planes de acción específicos 
para la rehabilitación y reconstrucción de las áreas afectadas, que será de 
obligatorio cumplimiento por todas las entidades públicas o privadas que deban 
contribuir a su ejecución, en los términos señalados en la declaratoria y sus 




1.7.2 Decreto 1974 de 2013: “Por el cual se establece el procedimiento 
para la expedición y actualización del Plan Nacional de Gestión del 
Riesgo”. 
Hace referencia a la normativa procedimental por medio del cual se fijan los 
parámetros necesarios para el diseño e implementación del plan nacional, 
departamental y municipal de desastres.  
Los cuales deberán tener los siguientes componentes: 
“a) Los objetivos y metas nacionales y sectoriales de mediano y largo plazo, 
según resulte del diagnóstico general de la gestión del riesgo en el País. 
b) Las estrategias destinadas al logro de los objetivos propuestos. 
c) Los instrumentos de coordinación y armonización del plan nacional de 
gestión del riesgo con los procesos de planificación sectorial y territorial. 
d) Las directrices que orientarán la asignación y ejecución de los recursos del 
Fondo Nacional de Gestión del Riesgo”. (Decreto 1974, 2013, art 6º) 
Por consiguiente, se consideraran parte de las políticas públicas en consecuencia 
con los planes de desarrollo estructurados para cada cuatrienio.  
En este contexto jurídico en el ordenamiento nacional es de suma importancia 
destacar el régimen institucional que se ha buscado crear por medio de la creación 
de diferentes organismos en la prevención de desastres naturales, no obstante, ante 
la ineficacia de algunos de estos entes se han dado situaciones de calamidades 




CAPÍTULO II.  LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
RESPECTO A LA PREVENCIÓN DE LOS RIESGOS NATURALES EN 
COLOMBIA.  
La expedición de la Constitución Politica de 1991 ha generado en Colombia un 
cambio paradigmático en las garantías jurídicas de protección que deben aplicarse 
en un Estado Social y Democrático de Derecho, en la prevalencia del interés general 
y de la dignidad humana. 
2.1 Fundamento Constitucional 
En este contexto, el Estado colombiano debe cumplir con unos fines estatales 
previamente establecidos correspondientes a: 
“Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. 
(Constitución Politica, 1991, art 2º) 
De igual manera, para garantizar el cumplimiento de los fines del Estado se instituyo 
un régimen general de responsabilidad patrimonial contentiva en el artículo 90 
superior; “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. 




En este sentido, desde una perspectiva subjetiva se debe hacer alusión a la 
responsabilidad de los servidores públicos que actúan en representación del 
Estado; “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. (Constitución Politica, 
1991, art 6º) 
2.2 Regímenes de responsabilidad del Estado en Colombia. 
En Colombia se han de identificar dos tipos de regímenes de responsabilidad 
estatal; por una parte, la responsabilidad de tipo contractual y por otra parte la 
responsabilidad de tipo extracontractual. 
2.2.1 Responsabilidad contractual del Estado 
Encuentra su fundamento en un instrumento contractual debidamente celebrado en 
observancia de la normatividad dispuesta en la Ley 80 de 1993 y las demás fuentes 
legislativas que regulan el tema de la contratación pública en Colombia. 
Por consiguiente, de manera enunciativa es de suma importancia destacar el 
siguiente pronunciamiento jurisprudencial de la Corte Constitucional: 
“La responsabilidad contractual se constituye en el único mecanismo de 
defensa con que cuenta el particular que colabora en la gestión de los 
servicios públicos, para exigir la tutela de sus derechos vulnerados o 
amenazados y lograr que se reemplace la prestación o prestaciones que no 




indemnización que lo ubique en la situación patrimonial que habría tenido de 
haberse dado estricto cumplimiento al contrato -utilidades y ganancias no 
percibidas-, complementada a su vez con el resarcimiento de los perjuicios 
directos que también se pudieron derivar del incumplimiento -pago de los 
mayores costos que se causen”. (Corte Constitucional, Sentencia C 892 de 
2001) 
Siguiendo en este orden de ideas las características que revierten de su especial 
importancia en el ordenamiento jurídico de orden nacional: 
“El tema de la responsabilidad contractual reviste gran importancia en el 
campo del derecho administrativo, en cuanto comporta aquella garantía 
jurídica reconocida a los particulares que celebran contratos con la 
administración, dirigida a mantener la correspondencia económica de la 
relación contractual y la integridad y licitud de su patrimonio, frente a las 
lesiones o daños antijurídicos que puedan padecer por efecto del 
incumplimiento de las obligaciones contractuales de parte de la 
Administración Pública”. (Corte Constitucional, Sentencia C 892 de 2001) 
Para la doctrina; la responsabilidad contractual del Estado se deriva del 
“incumplimiento de una obligación de un contrato, de la cual surge la imperiosa 
necesidad de que se exija su cumplimiento más la indemnización de los perjuicios 
causados, todo ello con fundamento en las relaciones jurídicas previamente 




En este sentido, se ha de entender que la existencia de un instrumento contractual 
constituye un requisito sinne quannun para la configuración de responsabilidad 
estatal de tipo contractual en Colombia, el cual corresponde a un tema clasificatorio 
a titulo enunciativo que no se estudiara a profundidad en el presente trabajo de 
grado, teniendo en cuenta la especificidad del tema sub examine correspondiente 
al régimen de responsabilidad extracontractual en Colombia. 
2.2.2 Responsabilidad extracontractual del Estado 
La responsabilidad extracontractual del Estado revierte de especial importancia en 
el presente estudio investigativo, es allí donde se enmarca la situación fáctica 
correspondiente a la inexistencia de un vínculo ex ante a la producción del daño. 
En donde se debe tener en cuenta que la víctima que ha sufrido el daño corresponde 
a un: “tercero desconocido, que se ve afectado por la acción u omisión de otro 
tercero que causó el daño. En esta responsabilidad si el autor debe reparar el daño 
es probable que la responsabilidad penal este comprometida”. (Josserand, 1951) 
2.2.2.1 Responsabilidad objetiva y subjetiva  
El régimen de responsabilidad objetiva y subjetiva pertenece a una sub clasificación 
identificada en el concepto de la responsabilidad extracontractual del Estado en 
Colombia.  
Así, en la responsabilidad subjetiva se infiere al concepto de falta proveniente del 




sensu en la responsabilidad objetiva ha de observarse el tipo de daño ocasionado 
el cual puede consistir en daño especial, riesgo excepcional, entre otros. 
2.2.2.2 Falla en el servicio  
La falla en el servicio corresponde a un título imputable al Estado en general, más 
no a un funcionario en especial, por lo que corresponderá probar la existencia de 
una situación fáctica de una actividad pública causante del perjuicio ocasionado. 
2.2.2.3 Daño especial 
El daño especial se causa cuando el Estado por medio de su actuar legítimo y en 
actividades que buscan algún tipo de beneficio a la comunidad, ocasiona un 
perjuicio superior al que están obligados a soportar los administrados. 
2.2.2.4 Riesgo excepcional 
El riesgo excepcional corresponde a la situación de peligro frente al cual son 
expuestos los administrados en el ejercicio de obras públicas de interés general y 
en cumplimiento de los fines esenciales del Estado. 
2.3 Elementos de la responsabilidad del Estado. 
La declaratoria de responsabilidad del Estado en Colombia se deberá realizar en 
observancia de la existencia de unos elementos sinne quannun, los cuales 
corresponden a los siguientes: 
2.3.1 El daño antijurídico  
Corresponde al principal elemento que el funcionario judicial debe observar y 




de título jurídico válido y que excede el conjunto de cargas que normalmente debe 
soportar el individuo en su vida social”  (Henao, 1999) 
En este orden de ideas, de acuerdo a los pronunciamientos jurisprudenciales del 
Consejo de Estado el daño ha sido considerado como: “El detrimento, perjuicio, 
menoscabo, dolor o molestia ocasionado a alguien en su persona, bienes, libertad, 
honor, afectos y que supone la destrucción o disminución de ventajas o beneficios 
patrimoniales o extra patrimoniales de que goza un individuo” (Consejo de Estado, 
Radicado Nº 10.948) 
2.3.2 Imputación atribuible al Estado 
Se debe tener en cuenta que el título de imputación existente en la situación fáctica 
dolosa o culposa sea atribuible al Estado; el cual en palabras del Consejo de Estado 
corresponde a: “Un fenómeno jurídico consistente en la atribución a un sujeto 
determinado el deber de reparar el daño, con base en la relación existente entre 
aquel y este” (Consejo de Estado, Radicado Nº 13.977) 
2.3.3 Nexo causal  
Corresponde al elemento que hace alusión a la existencia de una causalidad entre 
la acción lesiva del sujeto (Estado) y el daño padecido por el administrado, lo que 
constituiría una relación o vinculo juridico. 
2.4 Responsabilidad patrimonial del Estado  
A partir de la expedición de la Constitución Politica de 1991 se instituyo en Colombia 




de responsabilidad patrimonial del Estado; lo anterior, con fundamento en el sistema 
normativo del derecho privado que se encuentra estipulado en el Código Civil 
mediante el cual se consagra el tema de la responsabilidad patrimonial en el ámbito 
del derecho privado1.  
No obstante, se identifican sus primeros indicios a partir de la Ley 167 de 1941 en 
donde se da origen a la consolidación de la responsabilidad patrimonial del Estado 
y su correspondiente proceso de evolución, además del reconocimiento otorgado al 
Consejo de Estado al momento de resolver las acciones derivadas de actos 
reparatorios en contra de las actuaciones de la administración pública.  
Situación que se consolidó con posterioridad a la norma constitucional del año 1991 
que; “se encargó de llenar ese vacío normativo respecto del instituto resarcitorio por 
actuaciones de los entes públicos y consagró en el artículo 90 de la Carta Política 
la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, por la acción o la omisión de las autoridades públicas, responsabilidad 
que se proyecta indistintamente en los ámbitos precontractual, contractual y 
extracontractual”. (Corte Constitucional, Sentencia C 644 de 2011) 
Es por esto, que la responsabilidad del Estado se ha constituido como una 
manifestación del sistema jurídico por medio del cual se busca la garantía del 
                                            
1 La Corte Suprema de Justicia mediante Sentencia del 22 octubre 22 de 1896 considera: “A pesar 
de que las entidades estatales sean personas jurídicas y, por tanto, irresponsables penalmente por 
los daños que ocasionaran a los ciudadanos, sí se encontraban obligadas objetivamente a las 






cumplimiento eficiente de las funciones de la administración pública teniendo en 
cuenta la responsabilidad en el cumplimiento de los fines esenciales del Estado que 
no corresponden de manera exclusiva a las actuaciones de los servidores públicos; 
además de la cooperación que debe existir entre el Estado y los particulares en la 
observancia del cumplimiento de las funciones públicas.  
2.5 Pronunciamientos jurisprudenciales sobre la responsabilidad del Estado 
en la omisión de prevención de riesgos naturales (Profundización para el caso 
sub examine)  
2.5.1 Corte Constitucional 
Sentencia C-793 de 2014 
Corresponde a una acción pública de inconstitucionalidad en contra de los artículos 
86 (parcial), 87 (parcial) y 88 (parcial) de la Ley 1523 de 2012, por medio de la cual 
se analiza la “Política nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres”. 
En este contexto, el demandante realiza especial énfasis en el sector financiero y 
en el elemento económico que se debe tener en cuenta en palabras de la Corte 
Constitucional: 
“Las instituciones crediticias tanto públicas como privadas, son equiparables 
en lo que guarda relación con el ejercicio de la actividad financiera, definida 
por el artículo 335 de la Constitución como de interés público, en atención al 




dinero, en el manejo del ahorro público y en el sistema de medios de pago, 
entre otras funciones que, por su incidencia directa en la estabilidad y 
crecimiento macroeconómico, son reguladas y controladas por el Estado. De 
modo que independientemente del origen de la propiedad de los activos que 
manejan dichas instituciones están sujetas a unas mismas reglas respecto 
de la actividad financiera que desarrollan. Esta equiparación debe acentuarse 
cuando se trata del cumplimiento de específicos deberes de solidaridad 
tendientes a salvaguardar la situación de vulnerabilidad que padecen las 
personas que han resultado víctimas de un desastre declarado en los 
términos de la mencionada ley”. (Corte Constitucional, Sentencia C 793 de 
2014) 
Así, la Corte Constitucional declaró exequibles las normas e identificó el objetivo 
social que se busca proteger y resarcir para cubrir los daños ocasionados por los 
desastres naturales en Colombia. 
Sentencia T-269 de 2015 
Mediante la presente sentencia se realiza una acción de revisión de tutelas 
correspondientes a los expedientes T-4.641.560, T-4.727.275, T-4.743.742 y T-
4.764.586 al existir una conexidad fáctica y temática sobre el tema sub examine. 
En este contexto, se analiza el derecho fundamental a una vivienda digna aún en 
los casos en los cuales los accionantes se encuentren en municipios considerados 




Por lo que la Corte Constitucional ha considerado; 
“El ordenamiento colombiano ha establecido al municipio como la unidad 
política fundamental de su organización, y como responsable directo del 
mejoramiento integral de la calidad de vida de los habitantes de su 
jurisdicción. Pero al mismo tiempo, consciente de la magnitud de su misión 
ha estimado necesario un trabajo armónico con las demás entidades 
públicas; en especial frente a las labores que superan la capacidad 
institucional y presupuestal de respuesta del municipio, como puede ocurrir 
en los eventos de desastre o calamidad pública, en los cuales los planes de 
ordenamiento territorial aunque necesarios, podrían no resultar suficientes 
para conjurar la intensidad de la amenaza, tornando indispensable la 
asistencia del Departamento, la Presidencia de la República y la Unidad 
Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastre como instancias de 
dirección, apoyo y articulación”. (Corte Constitucional, Sentencia T 269 de 
2015) 
Por consiguiente, en el presente caso se brinda aplicación a la normatividad 
expuesta en el primer capítulo del trabajo de grado teniendo en cuenta el 
acatamiento y cooperación que deben tener las autoridades administrativas 
departamentales y municipales en relación con los principios de precaución 




Sentencia T-696 de 2016 
La situación fáctica que fundamenta la acción de tutela se encuentra en el municipio 
de Bucaramanga; en donde, “La accionante sostuvo que el 25 de marzo de 2015 
presentó una solicitud ante el Programa de Gestión del Riesgo de Desastres de la 
Secretaría del Interior de Bucaramanga, con la finalidad de exponer su 
preocupación frente al peligro de derrumbe que sufre su vivienda a causa del sismo 
ocurrido en marzo de 2015”. (Corte Constitucional, Sentencia T 696 de 2015) 
En este sentido, mediante una visita técnica realizada por una funcionaria de la 
secretaria del interior de Bucaramanga determinó que la vivienda se encontraba 
afectada por “descuido de la accionante” lo cual según su informe no le 
correspondería al municipio. 
No obstante, la Corte Constitucional mediante su pronunciamiento en sede de tutela 
determinó; “Que las autoridades municipales deben adoptar  una serie de medidas 
que permitan mitigar y prevenir la destrucción de la vivienda. En otras palabras, si 
bien no se conoce el nivel de riesgo en el que se encuentra la vivienda de la 
accionante, sí hay certeza de que existe un daño moderado a la estructura del 
inmueble, lo que pone en peligro los derechos fundamentales de la accionante, pues 
la misma puede verse afectada por los movimientos de masa y deslizamientos del 
suelo. En este sentido, le corresponde a la Alcaldía de Bucaramanga, adoptar las 
medidas que correspondan, a fin de que se mitigue y controle el riesgo de colapso 




2.5.2 Consejo de Estado 
Sentencia Radicación número: 54001-23-31-000-2005-00232-01(AP) 
Mediante la sentencia en estudio se deciden las impugnaciones interpuestas por la 
ciudadana Rocío Meza Jaimes y el municipio de Cúcuta en contra de la sentencia 
proferida 26 de septiembre de 2007, mediante la cual el Tribunal Administrativo de 
Norte de Santander estimó las pretensiones de la demanda. 
Lo anterior, derivado de “una acción popular contra el municipio de Cúcuta, para 
reclamar protección a los derechos colectivos a la seguridad y salubridad públicas, 
al acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública, y a 
la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente, que estimó 
violados debido a la socavación del talud correspondiente a la vía pública, en la 
Calle 27 No. 13 - 89 / 13 - 18, del barrio Alfonso López”. (Consejo de Estado, 54001-
23-31-000-2005-00232-01(AP) 
En este sentido, una vez valorado el fundamento probatorio presentado el proceso 
el Consejo de Estado ha determinado: “La afectación de los derechos e intereses 
de la colectividad y la responsabilidad de la autoridad territorial. En efecto, ella 
cuenta con específicas competencias y obligaciones para la seguridad y prevención 
de desastres previsibles técnicamente de acuerdo con las disposiciones vigentes”. 
Por lo que para todas las entidades administrativas; se debe tener en cuenta: “La 
inexcusable responsabilidad que tienen las autoridades municipales en su condición 
de autoridades de policía, de asegurar el efectivo cumplimiento de las normas 




de infracciones urbanísticas” (Consejo de Estado, 54001-23-31-000-2005-00232-
01(AP) 
Sentencia Radicación número: 17001-23-31-000-1999-00473-01(26312) 
Corresponde a la revisión de un recurso de apelación interpuesto en contra  la 
sentencia proferida el 10 de octubre de 2003, por el Tribunal Administrativo de 
Caldas. 
Lo anterior, como consecuencia de; “El 25 de junio de 1999, en ejercicio de la acción 
de reparación directa prevista en el artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo, por intermedio de apoderado judicial, los señores Sandra Patricia 
Sánchez Valencia, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos 
menores Sebastián y Juan Camilo Hernández Sánchez; Luis Eduardo Montoya 
Muñoz, María Eugenia, Nelson Eduardo, Diana Lucia y Ángela Marcela Montoya 
Arias y Aleyda y Elvia Arias Cardona; Luis Carlos Gómez y Martha Liliana Mapura 
Morales, quienes a su vez actúan en representación de sus hijos María Isabel, Elsa 
Alejandra, Beatriz Lorena y Juan Carlos Gómez Mapura y Ana Florinda Gómez 
Posada; Dora Ilse Durán Garcés, María Leonisa Garcés, Leonilde Montoya de 
Giraldo y Luz Marina, María Ludivia, Gladys y Graciela Giraldo Montoya; Orlando, 
Francisco, Campo Elías, María Nohemí y Luz Miriam Arcila Giraldo y María Eugenia 
Arcila; José Albeiro Arias Atehortua quien actúa en su nombre y en el de sus hijos 
Andrés Felipe, Juan Carlos, María Fabiola, María Cristina y Sandra Patricia Arias 
Quintero y María Liliana Tabares Gómez, quien interviene en representación de sus 




contra el municipio de Manizales, el departamento de Caldas y la Corporación 
Autónoma Regional de Caldas con el fin de que se les reconozcan los perjuicios 
materiales y morales causados con la muerte de sus esposos (as), compañeros (as), 
hijos (as), hermanos (as) por un deslizamiento de tierra ocurrido en la quebrada El 
Silencio, ubicada en inmediación del barrio Villa Luz de la ciudad de Manizales” 
(Consejo de Estado, Radicación Nº 17001-23-31-000-1999-00473-01(26312) 
En este sentido, las victimas impugnaron la sentencia al no serles reconocidos la 
totalidad de los perjuicios ocasionados que se derivan del desastre natural en donde 
perdieron la vida sus familiares y que se había considerado una situación previsible. 
Por lo que el Consejo de Estado, infiere en primer lugar que le; “Corresponde al 
municipio de Manizales y la Corporación Autónoma Regional de Desarrollo de 
Caldas -Corpocaldas- actuar coordinadamente para la prevención y atención de 
desastres naturales, en cuanto integrantes del Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres (artículo 5 Ley 1523 de 2012) para la época de los hechos del 
Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres (artículo 9 del Decreto 
919 de 1989). En ejercicio de competencias claras de cara a la estructuración de 
los planes de desarrollo, ordenamiento urbano y especialmente para la mitigación 
de los riesgos ocasionados por los deslizamientos de tierra”. (Consejo de Estado, 
Radicación Nº 17001-23-31-000-1999-00473-01(26312) 
Determinando de esta manera, una clara participación de la administración 
municipal al omitir su responsabilidad administrativa en la prevención del daño y en 




Aunque, en su defensa el municipio hizo alusión a la participación de las victimas 
debido a que “realizaron trabajos manuales de adecuación ante la extrema 
necesidad y la omisión por parte del municipio”, en donde el Consejo de Estado 
destaco; “El hecho de que las víctimas se encontraran realizando actividades que 
correspondían a la administración, con su beneplácito y en orden a evitar la 
realización de un riesgo conocido, no comporta su participación en el daño, antes, 
por el contrario, denota gran sentido de solidaridad, pues no puede negarse que los 
habitantes de la urbanización dedicaban sus horas de descanso a un trabajo 
comunitario, sin que hayan sido advertidas por las autoridades del peligro. En este 
aspecto se echa de menos el acompañamiento y apoyo técnico para el desarrollo 
de la labor”. (Consejo de Estado, Radicación Nº 17001-23-31-000-1999-00473-
01(26312) 
Sentencia de Radicación número: 15001-23-31-000-2011-00031-01(AP) 
La sentencia en cita corresponde al análisis y solución de un recurso de apelación 
interpuesto por la Corporación Autónoma Regional de Boyacá (CORPOBOYACÁ), 
la Asociación de Usuarios del Distrito de Riego y Drenaje de Gran Escala del Alto 
Chicamocha y Firavitova (USOCHICAMOCHA) y el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural (Demandados) en contra de la sentencia proferida el 14 de 
noviembre de 2013 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Boyacá. 
Lo anterior, derivado de una “Acción popular contra el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, el Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 




tendiente a la protección de los derechos e intereses colectivos al goce de un 
ambiente sano, la existencia del equilibrio ecológico, el manejo y aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, la protección y preservación de las áreas de 
especial importancia ecológica, de ecosistemas estratégicos” (Consejo de Estado, 
Radicación Nº 15001-23-31-000-2011-00031-01(AP) 
Destacando de esta manera, “el sentido de la obligación impuesta, precaver los 
desbordamientos de la represa y sus efectos negativos, como por las razones 
aludidas por el recurso de CORPOBOYACÁ, esto es, la especialidad del contenido, 
la finalidad, los sujetos implicados y las formalidades de la adopción del plan de 
manejo ambiental, la carga asignada por el fallo no puede más que aludir a un plan 
de gestión de riesgos”. (Consejo de Estado, Radicación Nº 15001-23-31-000-2011-
00031-01(AP) 
En donde el fundamento de la decisum se basa en; “exhortar al INCODER, a 
USOCHICAMOCHA, a CORPOBOYACÁ y al municipio de TOCA, a que en el plan 
de gestión y manejo del riesgo del embalse La Copa impuesto por el numeral sexto 
de la sentencia apelada, se contemple un componente importante de pedagogía e 
información a la comunidad, orientada a transmitirle y hacerle comprender los 
peligros que conlleva el goce irresponsable, descuidado y negligente de las aguas 
de la represa, así como su importancia y bondades para la comunidad y la 
necesidad de respetar el régimen de usos y aprovechamientos establecido”. 




Así, por medio de esta sentencia se analizan situaciones fácticas similares al objeto 
sub examine en donde es posible identificar un título de responsabilidad aplicable a 
las entidades territoriales de carácter departamental y municipal que no dispongan 
de un Plan de prevención de desastres en concordancia y cumplimiento con el 
amplio catálogo de normas nacionales que buscan crear un escenario de protección 
para las situaciones en las cuales exista un peligro inminente o un indicio de la 



















CAPÍTULO III. PROPUESTA DE POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA 
PREVENCIÓN DEL RIESGO EN EL MUNICIPIO DE BUCARAMANGA. 
Por medio del análisis y estudio de la Ley 1523 de 2012, en donde se adoptan las 
políticas nacionales de prevención de riesgos de desastres en el territorio nacional, 
se ha de identificar la connotación de descentralización administrativa en donde se 
le asigna a las entidades territoriales departamentales y municipales una serie de 
funciones importantes en la gestión del riesgo de desastres naturales en Colombia. 
Por ello, con el fin de brindar cumplimiento a los postulados legales que delimitan el 
área sub examine, es preciso identificar la estructura organizacional del “Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres” 
 




Destacando, de esta manera los “Consejos Departamentales, distritales y 
municipales para la Gestión del Riesgo” frente a los cuales se les ha otorgado una 
especial responsabilidad en los territorios que los conforman, los cuales deben 
diseñar e implementar las políticas públicas necesarias y pertinentes para cada caso 
teniendo en cuenta la especial situación de vulnerabilidad. 
Así, dichos comités han sido considerados como: “Instancias de coordinación, 
asesoría, planeación y seguimiento quienes deben garantizar la efectividad y 
articulación de los procesos de la Gestión del Riesgo en la entidad territorial que a 
cada uno le corresponde” (UNGRD, 2018) 
En este sentido, se instruye que en cada municipio debe existir un plan de 
prevención de riesgos y desastres, no obstante, el escenario real no se encuentra 
acorde a los mandamientos legales y en la actualidad un gran número de municipios 
no cuentan con este importante instrumento jurídico y administrativo. 
3.1 Análisis del caso sub examine (Municipio de Bucaramanga – Santander) 
El municipio de Bucaramanga es la capital del departamento de Santander, la cual 
se ha identificado por sus hermosos paisajes, por un clima agradable y por la 
amabilidad de las personas que en él habitan. 
No obstante, pertenece al departamento de Santander el cual también se identifica 
por sus hermosos paisajes naturales y por su exorbitante y esplendoroso Cañón del 
Chicamocha, además de contar con el segundo nido sismológico de mayor 




En este sentido, se ha buscado realizar el análisis del plan municipal de prevención 
de riesgos naturales del municipio de Bucaramanga, en donde en primera medida 
se accedió a la página web de la alcaldía en el cual debería exponerse en 
cumplimiento del principio de publicidad, dado que es un tema de interés general. 
No obstante, dicho documento no se encuentra publicado en las fuentes de internet 
municipales, por lo que se solicitó por medio del ejercicio del derecho fundamental 
de petición presentado el día 20 de Noviembre de 2017 ante los siguientes 
organismos de orden municipal; Alcaldía de Bucaramanga, Secretaria de 
Planeación y Desarrollo Municipal, Cuerpo de Bomberos y Defensa Civil del 
Municipio de Bucaramanga, en donde bajo una finalidad académica se buscó 
indagar sobre:  
“Las políticas públicas aplicables en el municipio de Bucaramanga en 
cumplimiento con la normatividad sobre la prevención de los riesgos 
naturales que todo municipio se encuentra en la obligación de contener en 
sus planes de prevención; Adicionalmente, deseo por favor dar respuesta al 
siguiente interrogante: ¿Se aplica en el municipio de Bucaramanga la 
normatividad sobre la prevención de los riesgos naturales?” 
En donde, ninguna de las entidades convocadas brindó respuesta a la solicitud 
realizada, destacando de esta manera la preocupante ausencia del plan municipal 
de prevención de riesgos de desastres en el municipio de Bucaramanga, lo que 




2012 han obligado al diseño e implementación de dicho instrumento en todos los 
municipios del país. 
3.2 Elemento de análisis de la situación problèmica y del aporte al nuevo 
conocimiento 
Mediante el análisis y solución de la situación problèmica planteada en el presente 
estudio investigativo, es de suma importancia destacar la solidez institucional que 
tienen las políticas públicas de prevención de riesgos de desastres en Colombia, no 
obstante, desde una perspectiva administrativa se vislumbra un grave 
incumplimiento al sistema jurídico de prevención de desastres. 
Por lo que de manera preocupante se ha descubierto que el municipio de 
Bucaramanga como capital del departamento de Santander cuenta con un plan 
municipal de prevención de desastres que data del año 2013, en donde a partir de 
la instancia de la Alcaldía se evidencia la ausencia de las funciones asignadas en 
el artículo 14 de la Ley 1523 de  2012. 
“Los alcaldes como jefes de la administración local representan al Sistema 
Nacional en el Distrito y el municipio. El alcalde, como conductor del 
desarrollo local, es el responsable directo de la implementación de los 
procesos de gestión del riesgo en el distrito o municipio, incluyendo el 
conocimiento y la reducción del riesgo y el manejo de desastres en el área 




PARÁGRAFO. Los alcaldes y la administración municipal o distrital, deberán 
integrar en la planificación del desarrollo local, acciones estratégicas y 
prioritarias en materia de gestión del riesgo de desastres, especialmente, a 
través de los planes de ordenamiento territorial, de desarrollo municipal o 
distrital y demás instrumentos de gestión pública”. (Ley 1523, 2012, art 14) 
De lo que se deriva la obligación legal de actualizar el correspondiente plan 
municipal de prevención del riesgo en concordancia con el plan departamental y las 
necesidades básicas de cada municipio, lo anterior, con fundamento en el artículo 
37 de la Ley 1523 de 2012. 
“Las autoridades departamentales, distritales y municipales formularán y 
concertarán con sus respectivos consejos de gestión del riesgo, un plan de 
gestión del riesgo de desastres y una estrategia para la respuesta a 
emergencias de su respectiva jurisdicción, en armonía con el plan de gestión 
del riesgo y la estrategia de respuesta nacionales. El plan y la estrategia, y 
sus actualizaciones, serán adoptados mediante decreto expedido por el 
gobernador o alcalde, según el caso en un plazo no mayor a noventa (90) 
días, posteriores a la fecha en que se sancione la presente ley” (Ley 1523, 
2012, art 37) 
Por lo que se ha de identificar una “mora administrativa” en la actualización del plan 
municipal de prevención de riesgos de Bucaramanga que data de una preocupante 




En este sentido, en la búsqueda de brindar un aporte jurídico desde la academia, 
por medio del presente trabajo de grado se diseñarán los principales parámetros del 
correspondiente plan de prevención de riesgo natural para el municipio de 
Bucaramanga en observancia y concordancia con el plan departamental y nacional.  
3.3 Propuesta de diseño y actualización del “Plan municipal de gestión del 
riesgo de desastres de Bucaramanga – año 2019”.  
Marco Institucional 
El plan municipal de la gestión del riesgo en Bucaramanga se ha de implementar en 
cumplimiento de las disposiciones normativas establecidas en la Ley 1523 de 2012: 
“Por la cual se adopta la política nacional de gestión del riesgo de desastres y se 
establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras 
disposiciones”, y su debida correspondencia con los principios establecidos en los 
postulados constitucionales y legales. 





Fuente: UNGRD, 2012 
3.4 Principios procedimentales en la socialización e implementación del plan 
1. Conocimiento del riesgo: Corresponde al primer elemento mediante el cual 
se identifican y analizan los factores naturales constitutivos de posibles 
desastres naturales a corto, mediano y largo plazo, en donde se debe incluir 
los procedimientos de publicidad a incorporar para contar con la cooperación 
de la comunidad en relación a eventos sobrevivientes constitutivos de 
posibles riesgos naturales. 
2. Reducción del riesgo: Una vez identificados los posibles factores físicos y 
facticos constitutivos de riesgos naturales, es de suma importancia realizar 
el diseño de planes estructurales de implementación de obras civiles 
mediante los cuales se brinde precaución y seguridad en la ocurrencia de 
posibles desastres naturales, lo anterior en aplicación de una prospectiva 
ambiental. 
3. Manejo de desastres: Finalmente, mediante el último elemento constitutivo 
del plan de riesgos se busca brindar una solución efectiva en los eventos de 
llegar a ocurrir un inevitable desastre natural, teniendo en cuenta, la 
solidificación y garantía de instituciones de apoyo municipal que se 
encuentren atentas a brindar ayuda a las posibles víctimas.  
Lo cual se encuentra sintetizado en el siguiente cuadro de procesos y subprocesos 






Fuente: UNGRD, 2012 
3.5 Componentes que debe contener el plan municipal de la gestión del riesgo 
del municipio de Bucaramanga 
En cumplimiento de los artículos 32 y 37 de la Ley 1523 de 2012  se han de 
identificar dos componentes organizacionales de suma importancia en el plan 
municipal de prevención de riesgos del municipio de Bucaramanga, el cual consiste 
en los siguientes: 
3.5.1 “Componente de Caracterización General de Escenarios de Riesgo” 
Corresponde al elemento de diagnóstico que ha de desarrollarse con el apoyo de 




dependiendo de las situaciones físicas que generan algún tipo de riesgo que 
ocasione un desastre natural. 
3.5.2 “Componente programático”  
Una vez identificados los factores de riesgo, se deben diseñar las políticas públicas 
de prevención del riesgo a través del apoyo de instituciones departamentales y 
municipales, en observancia del principio de precaución y de previsibilidad de 
elementos constitutivos de riesgo para las personas y para los bienes. 
El cual debe cumplir con los siguientes parámetros mínimos institucionales y de 
organización:  
Fuente: UNGRD, 2012 
En este contexto, es de suma importancia destacar que con anterioridad al diseño 




los factores que constituyen riesgo, los cuales se encuentran sintetizados en la 
siguiente tabla: 
 
Fuente: UNGRD, 2012 
3.6 Identificación de las fallas geológicas del municipio de Bucaramanga – 
Análisis de situación reales de prevención del riesgo y desastres. 
Mediante el análisis de la ubicación geológica del municipio de Bucaramanga se 





Mapa de Bucaramanga – Zonas de mayor riesgo 
 
Fuente: Pagina web – Alcaldía Bucaramanga  
Falla de Morrorico: Se constituye como la principal falla de tipo regional activo dado 
su nivel de deslizamiento correspondiente a una velocidad de desplazamiento de 
unos 10 mm/año, producto de la continuación de la falla de Soapaga (Boyacá), 




Pan de Azúcar y lagos del Cacique en dirección Norte-Sur, con una longitud de 220 
Km. 
En donde se identifica la existencia de asentamientos humanos correspondientes a 
los barrios Pan de Azúcar y lagos del Cacique, en el cerro de Morrorrico y la zona 
dos o corregimiento dos de Bolarqui, en donde son más sobresalientes por el 
encuentro con la falla del río Surata. 
Falla del Suárez – Chimitá: Recorre el límite occidental del municipio, siguiendo el 
trazo del Río de Oro, para luego chocar contra la falla de Bucaramanga. A través de 
ella se producen algunas atenuaciones de energía sísmica originada en epicentros 
alrededor de la región de Vélez. 
Es una falla inversa con una pequeña componente sinextral y una dirección en la 
parte Sur de NNW y al Norte N-NE con inclinación SW y NW respectivamente en 
ángulos entre 45 y 70 grados. Tiene una longitud de 170 Km, con una tasa de 
movimiento baja (0.01 a 0.1 mm/año). 
Falla Chitota – Río Suratá: Es una falla geológica que se extiende hacia el Noreste 
en el costado Norte de la ciudad, aproximadamente paralela al Río Suratá, es una 
de las causantes de los deslizamientos que se observan en la Escarpa Norte de la 
Meseta de Bucaramanga. 
Fallas locales: Se derivan de los análisis de las fallas reales existentes en zonas 




perpendiculares al trazo de falla, en donde predominan las viviendas ubicadas en la 
zona norte del municipio.  
3.7 Amenazas por deslizamientos 
Las amenazas de riesgos naturales por erosión de suelos es predominante en la 
meseta de Bucaramanga y la acción directa de las aguas lluvias y la presencia de 
aguas subterráneas,  aunado a la construcción de viviendas y asentamientos en 
terrenos que no cuentan con el equilibrio necesario para la adecuación de una 
estructura bajo los correspondientes sistemas de seguridad.  
En donde se analizará el nivel del riesgo por zonas: 
ZONA NORTE: Se ha identificado un gran porcentaje de deslizamientos, teniendo 
en cuenta la poca consolidación de los terrenos y el gran número de asentamientos 
que en situación precaria ha construido viviendas en zonas con un alto riesgo de 
deslizamiento y erosión de masas.  
Es por esto que se constituyen en especial amenaza los barrios La Esperanza, 
Lizcano, El Mirador, José María Córdoba, Villa Rosa y Villa Helena. 
ZONA ORIENTE: Dada la cercanía con la falla geológica Bucaramanga – Santa 
Marta se identifica la existencia de un sistema rocoso fracturado y un activo 
deslizamiento en zonas habitadas. 
En donde se identifica de manera principal el riego en los barrios Buenos Aires, 
Miraflores, El Diviso, Vegas de Morrorrico, la parte alta del barrio Albania y en el 




ZONA OCCIDENTAL Y SUR: En estas zonas se identifican altos movimientos de 
masas y depósitos de lluvia, principalmente en la comuna N° 9, 10 y 11, son 
constantes las afectaciones debido a la perturbación por desarrollos no planeados 
en las áreas de reserva forestal. 
3.8 Propuesta de políticas de prevención del riesgo aplicables en el municipio 
de Bucaramanga. 
Una vez identificadas las fallas geológicas del municipio de Bucaramanga y el riesgo 
por deslizamiento en las principales zonas, se realiza una propuesta de actividades 
para la planeación de las políticas públicas del municipio sub examine.  
3.8.1. Actividades que debe realizar la Alcaldía de Bucaramanga en 
cumplimiento de las Políticas Nacionales de Gestión y Prevención del riesgo 
de desastres naturales.  
I. Realización de un estudio actualizado de microzonificación del riesgo en 
Bucaramanga. 
II. Análisis de vulnerabilidad y riesgo por sectores territoriales y 
socioeconómicos. 
III. Identificar y actualizar el crecimiento urbanístico del área rural y urbana del 
municipio de Bucaramanga. 
IV. Reforzamiento estructural en los sectores de mayor vulnerabilidad. 
V. Incentivar el reforzamiento en zonas de amplificación urbanística. 
VI. Reubicación de las viviendas ubicadas en los asentamientos que 
representan mayor riesgo por medio de la creación de proyectos de ofertas 




VII. Diseño y expedición de lineamientos de prohibición taxativa de la ocupación 
permanente de las áreas expuestas y propensas a eventos peligrosos. 
VIII. Adquisición de pólizas de responsabilidad civil extracontractual para las 
construcciones en zonas de alto riesgo de desastres ambientales. 
IX. Finalmente, frente al acaecimiento de un desastre natural contar con una 
estrategia municipal de atención de emergencias que se constituya con 
recursos, programas de ayuda, designación de terrenos, subsidios y demás 
mecanismos constitutivos de reparación del daño. 
Por lo que desde una perspectiva académica y constructivista por medio del 
presente trabajo de grado se invita a las autoridades administrativas del municipio 
de Bucaramanga a diseñar e implementar el respectivo plan de prevención de riesgo 
y desastres naturales, teniendo en cuenta que corresponde a un mandato legal y su 
omisión da lugar a consecuencias administrativas e inclusive penales, como el caso 
de la tragedia de Mocoa ocurrida el 01 de Abril de 2017 en donde más de 300 
personas perdieron la vida, y en donde la gobernadora y el alcalde se encuentran 
in curso de una investigación penal por el delito de homicidio culposo.  
3.9 Recomendaciones  
Con fundamento en el desarrollo del presente estudio de investigación se realiza un 
especial llamado a la administración pública del municipio de Bucaramanga a fin de 
brindar especial cumplimiento a las políticas nacionales de prevención del riesgo de 
desastres naturales y en consideración adopte y desarrolle los anteriores 




sociales mediante los cuales se implementen las “Recomendaciones de prevención 
del riesgo aplicables en el municipio de Bucaramanga” diseñadas por el grupo de 























La grandeza de la diversidad geográfica y natural que identifica a Colombia la ha 
caracterizado como uno de los países más hermosos a nivel mundial, en donde su 
fauna y flora es única en correspondencia con los hermosos paisajes que la 
acompañan. 
No obstante, en muchas oportunidades al intentar obtener algún tipo de beneficio 
económico en la explotación de dichos recursos se ha afectado el cauce natural del 
medio ambiente, lo que ha ocasionado unas consecuencias nefastas en la vida y 
bienes de personas que han sido víctimas de los desastres naturales que hasta la 
fecha han acaecido en el territorio colombiano. 
En este contexto académico y jurídico, por medio del presente trabajo de 
investigación se buscó dar solución al siguiente problema: ¿Se aplica en el 
municipio de Bucaramanga la normatividad sobre la prevención de los riesgos 
naturales en materia de la responsabilidad patrimonial del Estado?, en donde se 
realizó un importante hallazgo correspondiente a una preocupante desactualización  
del plan municipal de prevención de riesgos naturales para la capital del 
departamento de Santander, lo que constituye a una falta administrativa, 
disciplinaria y llegado el caso hasta penal en caso de la ocurrencia de algún 
desastre natural en el municipio de Bucaramanga. 
Por consiguiente, el desarrollo del estudio investigativo se consolido en tres 
capítulos a saber; por medio de los cuales se realiza una importante exposición de 




de un sistema integral muy bien organizado, de igual manera, se realizó el estudio 
del régimen de responsabilidad patrimonial del Estado por la omisión en la 
aplicación de políticas públicas de riesgos naturales, en donde, por medio de la 
búsqueda y análisis jurisprudencial de la Corte Constitucional y del Consejo de 
Estado se han de identificar casos en los cuales ha sido condenado por no realizar 
gestiones administrativas de precaución y prevención de los riesgos naturales y en 
los cuales ante la ocurrencia de la “tragedia natural” le ha de corresponder el pago 
de la consecuente indemnización por el daño causado a los bienes y las personas. 
Finalmente, mediante el tercer capítulo se expone el análisis de la situación fáctica 
objeto del estudio investigativo que se evidencia por medio de la presentación de 
Derechos de Petición mediante los cuales se convocó a las autoridades 
administrativas y naturales del municipio de Bucaramanga para la presentación y 
análisis del plan municipal en donde se obtuvieron respuestas evasivas, logrando 
de esta manera identificar la falencia existente sobre la ausencia de tan importante 
mecanismo institucional de protección de riesgos naturales y prevención de 
desastres. 
Es por esto, que se fundamenta con extrema necesidad e importancia el análisis 
investigativo y jurídico que se realizó por medio del presente estudio teniendo en 
cuenta las experiencias nacionales identificadas en el transcurso del tiempo, como 
la tragedia de Armero, el desbordamiento del Rio de Oro en Girón y la reciente 
avalancha de Mocoa que se han considerado como “tragedias anunciadas” dejando 




falta de aplicación y ejecución de las políticas públicas de riesgos naturales y 
prevención de desastres que en la actualidad se encuentran instituidas en el sistema 
normativo nacional. Por consiguiente, se realiza un llamado a las autoridades 
administrativas de orden municipal y departamental para que se contextualicen y 
articulen con las políticas nacionales de prevención de riesgos naturales, evitando 
de esta manera colocar en situación de riesgo a millones de personas quienes 
podrían verse afectadas por la inesperada ocurrencia de alguna fatalidad de origen 
natural.  
No obstante, como se mencionó con anterioridad, de igual manera, se debe estudiar 
con mayor detenimiento el origen del desastre ambiental, debido a que en múltiples 
oportunidades los responsables son las personas que han buscado con facilidad y 
en detrimento de los recursos naturales del país, generar algún tipo de beneficio 
económico derivado de explotación petrolera o de oro, lo que ha generado inclusive 
el irresponsable cambio de cause en las invaluables fuentes hídricas de nuestro 
país.  
Por lo que la naturaleza en su sabiduría con posterioridad busca recuperar los 
terrenos que le pertenecen, dando de esta manera lugar a previsibles desastres 
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Cuerpo de Bomberos y Defensa Civil del Municipio de Bucaramanga. 
 
 
 
 
 
  
